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Providencia:                       Sentencia de 8 de junio de 2018

Radicación Nro.

66001-31-05-001-2014-00591-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:

Dulfay Valencia Moreno        

Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:         Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Primero Laboral del Circuito
Temas: 


PENSIÓN DE VEJEZ / ACUERDO 049 NO CONTEMPLA SUMATORIA DE TIEMPOS EN LO PÚBLICO Y LO PRIVADO / ACTO LEGISLATIVO 01-2005 / RÉGIMEN DE TRANSICIÓN / SE DEBE CUMPLIR EDAD Y SEMANAS COTIZADAS / NO ACREDITADOS /  Según la copia de la cédula de ciudadanía de la señora Dulfay Valencia Moreno –fl.8-, ésta nació el 6 de diciembre de 1953, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 41 años de edad, lo que le permite beneficiarse del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, siéndole aplicable la Ley 71 de 1988 en virtud a que prestó sus servicios al sector público entre el 21 de septiembre de 1984 y el 22 de septiembre de 1996 –fl 124 a 128- y al sector privado entre el 1º de abril de 1995 y el 30 de noviembre de 2011 –fl 61-.

En esta punto es preciso señalar que no existe la posibilidad de considerar como marco normativo el Acuerdo 049 de 1990, toda vez que esta legislación no contempla la sumatoria de tiempos públicos y privados para acreditar 1000 semanas en cualquier tiempo 500 en los últimos 20 años antes del cumplimiento de la edad mínima para pensionarse.
Clarificado lo anterior, basta decir que la Ley 71 de 1988 exige, para que se acceda al derecho a la pensión, que los servidores oficiales y trabajadores privados cumplan, en el caso de las mujeres, 55 años de edad y acrediten 20 años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces; sin embargo, a pesar de que la señora Dulfay Valencia Moreno cumplió los 55 años de edad el 6 de diciembre de 2008, la verdad es que para esa anualidad sólo cuenta con 766.62 semanas de servicios prestados en el sector público y privado, que representan 14.90 años.   

(…)

Finalmente se debe expresar que no es posible ignorar la aplicación del Acto Legislativo 01 de 2005, como lo pretende la parte actora, que estima que por haber alcanzado los 55 años de edad el 6 de diciembre de 2008 ello le otorga una prerrogativa consistente en completar las 1000 semanas de cotización en cualquier tiempo, pues tal y como lo estableció la Sala de Casación Laboral en sentencia SL 7039 de 5 de abril de 2017 radicación Nº 73273, en este tipo de eventos en los que un afiliado alcanza el requisito de la edad en vigencia de una legislación determinada, ello no le abre paso para que pueda cumplir el requisito faltante -el de densidad de cotizaciones- en cualquier tiempo, entrando en una especie de “congelamiento”
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SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, ocho de junio de dos mil dieciocho, siendo la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 1o del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora Dulfay Valencia Moreno contra la sentencia proferida por el Juzgado  Primero Laboral del Circuito el día 24 de enero de 2017 dentro del proceso ordinario que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00591-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Dulfay Valencia Moreno que la justicia laboral declare que es beneficiaria del régimen de transición y que como consecuencia de ello se reconozca a su favor la pensión de vejez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 6 de diciembre de 2008, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 6 de diciembre de 1953, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 35 años de edad, lo cual la hace beneficiaria del régimen de transición, garantía que conserva, dado que cumplió 55 años de edad antes del 31 de julio de 2010; siempre estuvo afiliada al Instituto de Seguros Sociales y por esa razón, una vez estimó acreditar los requisitos mínimos para acceder a la pensión de vejez, el 10 de noviembre de 2011 solicitó el reconocimiento de dicha prestación, la cual fue negada mediante resolución Nº GNR 206927 de 2014, por no acreditar los requisitos del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, normativa que le fue aplicada en consideración a que no se le reconoció como beneficiaria del régimen de transición; contra dicho acto administrativo no interpuso recurso alguno y en el mismo se estableció que contaba con 902 semanas, de las cuales afirma 537 fueron cotizadas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad mínima para pensionarse.

Al contestar la demanda –fls.24 a 26- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la solicitud pensional, el contenido del acto administrativo que negó el derecho pretendido, no interposición de los recursos del ley contra el mismo y el agotamiento de la vía administrativa. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.

En sentencia de 24 de enero de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que la señora Dulfay Valencia Moreno no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez que reclama, pues a pesar de haber gozado del régimen de transición al tener más de 35 años de edad a 1º de abril de 1994, no logró conservar dicho beneficio ya que sólo cuenta con 624 semanas de las 750 exigidas en el Acto Legislativo 01 de 2005, para extender tal garantía hasta el 31 de diciembre de 2014.

Respecto a los requisitos establecidos en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, determinó que de las 1200 semanas para el año 2011 que exige esta disposición sólo contaba con 911.

Inconforme con la decisión, la parte actora la recurrió alegando que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez, por haber cumplido los requisitos previstos en el Acuerdo 049 de 1990, normatividad aplicable en virtud al régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, sin que le sean exigidos los requisitos previstos en el Acto Legislativo 01 de 2005 para conservar tal garantía hasta el año 2014, dado que arribó a los 55 años de edad el 6 de diciembre de 2008..

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Acredita la señora Dulfay Valencia Moreno los requisitos necesarios para que se le reconozca la pensión de vejez que solicita?

Con el propósito de dar solución al interrogante es del caso analizar los siguientes aspectos jurídicos:

1. APLICABILIDAD DE LA LEY 71 DE 1988 PARA AQUELLOS BENEFICIARIOS DEL REGIMEN DE TRANSICION QUE AL ENTRAR EN VIGENCIA LA LEY 100 DE 1993 SOLO HABIAN PRESTADO SUS SERVICIOS EN EL SECTOR PUBLICO.

En sentencia SL 4523 de 15 de abril de 2015 radicada bajo el Nº 49533, la Sala de Casación Laboral consolidó una línea jurisprudencial frente a los beneficiarios del régimen de transición que al entrar en vigencia la Ley 100 de 1993 solo habían prestado sus servicios en el sector público, señalando que los regímenes pensionales que les son aplicables son los previstos en las leyes 33 de 1985 y 71 de 1988; expresándolo en los siguientes términos:

“De los razonamientos expuestos por la Corte, es necesario precisar que una persona amparada por el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y que hasta la entrada en vigencia de dicha ley solamente haya cotizado para el sector público o haya prestado sus servicios exclusivamente en entidades de derecho público, puede acceder, bien a la pensión regulada por la Ley 33 de 1985, o bien a la pensión por aportes del artículo 7 de la Ley 71 de 1988, siempre y cuando satisfaga la densidad de cotizaciones o tiempos de servicios requeridos para una u otra. Afirmar que en esa hipótesis, únicamente se puede pretender la pensión de la Ley 33 de 1985, como lo dijo el Tribunal, significa privar al beneficiario del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, de que pueda cotizar al ISS por servicios personales privados para acceder a la pensión por aportes. Y en ese caso, no puede olvidarse que el Sistema de Seguridad Social de la Ley 100 de 1993, no excluye ni prohíbe la afiliación para persona alguna que esté calificado legalmente para cotizar válidamente a dicho sistema, ni tampoco contempla norma alguna que le reste efectos a dichas cotizaciones frente a una prestación pensional en particular como la que aquí se pretende.”
2. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005.

Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales cobija la anterior normatividad hasta el año 2014.

EL CASO CONCRETO

Según la copia de la cédula de ciudadanía de la señora Dulfay Valencia Moreno –fl.8-, ésta nació el 6 de diciembre de 1953, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 41 años de edad, lo que le permite beneficiarse del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, siéndole aplicable la Ley 71 de 1988 en virtud a que prestó sus servicios al sector público entre el 21 de septiembre de 1984 y el 22 de septiembre de 1996 –fl 124 a 128- y al sector privado entre el 1º de abril de 1995 y el 30 de noviembre de 2011 –fl 61-.

En esta punto es preciso señalar que no existe la posibilidad de considerar como marco normativo el Acuerdo 049 de 1990, toda vez que esta legislación no contempla la sumatoria de tiempos públicos y privados para acreditar 1000 semanas en cualquier tiempo 500 en los últimos 20 años antes del cumplimiento de la edad mínima para pensionarse.

Clarificado lo anterior, basta decir que la Ley 71 de 1988 exige, para que se acceda al derecho a la pensión, que los servidores oficiales y trabajadores privados cumplan, en el caso de las mujeres, 55 años de edad y acrediten 20 años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces; sin embargo, a pesar de que la señora Dulfay Valencia Moreno cumplió los 55 años de edad el 6 de diciembre de 2008, la verdad es que para esa anualidad sólo cuenta con 766.62 semanas de servicios prestados en el sector público y privado, que representan 14.90 años.  Cabe anotar que entre ambos sectores se reporta un periodo simultáneo entre el 1 de abril de 1995 y el 22 de septiembre de 1996, el que para estos efectos, sólo se contabilizó en una oportunidad.

Ahora, para continuar beneficiándose del régimen de transición, de acuerdo con el Acto Legislativo 01 de 2005, le correspondía a la demandante acreditar un total de 750 semanas para el 29 de julio de 2005, para sí extender dicho beneficio hasta el año 2014; no obstante según la historia laboral –fl 61- y certificado de información laboral diligenciado por el Departamento de Risaralda –fl 124- para esa data tan solo reporta 629.56 semanas contabilizadas entre servicios prestados al sector público y cotizaciones efectuadas al sector privado.

Es  del caso advertir que tampoco cumple con la densidad exigida en el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, pues para el 30 de noviembre de 2011, fecha en que se reporta la última cotización al sistema, registra un total de 916  semanas, esto es, no alcanza las 1200 semanas exigidas por esa normatividad.

Finalmente se debe expresar que no es posible ignorar la aplicación del Acto Legislativo 01 de 2005, como lo pretende la parte actora, que estima que por haber alcanzado los 55 años de edad el 6 de diciembre de 2008 ello le otorga una prerrogativa consistente en completar las 1000 semanas de cotización en cualquier tiempo, pues tal y como lo estableció la Sala de Casación Laboral en sentencia SL 7039 de 5 de abril de 2017 radicación Nº 73273, en este tipo de eventos en los que un afiliado alcanza el requisito de la edad en vigencia de una legislación determinada, ello no le abre paso para que pueda cumplir el requisito faltante -el de densidad de cotizaciones- en cualquier tiempo, entrando en una especie de “congelamiento”, lo cual explicó en los siguientes términos:

“A no ser que la norma legal lo prevea, mientras no se satisfagan los requisitos previstos en la norma legal, el derecho subjetivo no nace a la vida jurídica a favor de una persona en concreto, ni se genera una especie de latencia del mismo que permita atribuir a quien no es aun titular del derecho, algún tipo de prerrogativa especial que le genere la petrificación del requisito que está pendiente de cumplir.

En términos generales puede decirse que el principio de retrospectividad de las normas laborales y de seguridad social impone entender que estando en curso una determinada situación jurídica, la expedición de una norma que modifique los requisitos para la adquisición de un derecho, comporta su aplicación inmediata, de suerte que si no se han satisfecho todos los requisitos, la consolidación del mismo queda subordinada al cumplimiento de las nuevas exigencias derivadas de la vigencia del nuevo precepto legal, toda vez que, en principio, la protección que brinda la Constitución y la Ley, no se extiende a las expectativas creadas a partir de la vigencia de una norma cuyo vigor expiró, sin que la persona terminara de completar los requerimientos previstos. 

Por antonomasia, la retrospectividad excluye no solo la retroactividad, sino también la ultractividad, lo que implica que una vez se presente la derogatoria expresa o tácita, la norma pierde su vigencia, con la necesaria incidencia que ello comporta sobre los procesos de adquisición del derecho que se encontraren en curso.”.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 24 de enero de 2017.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 1 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia consultada

SEGUNDO: COSTAS  en esta Sede a cargo de la recurrente.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

                                                                                                  Salva Voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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